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LEGISLACION BÁSICA

La legislación básica del Impuesto sobre Sociedades (en adelante IS) se encuentra en el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Sociedades (en adelante TRLIS) y en el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto de Sociedades (en adelante RIS). La legislación anterior se actualiza anualmente a través de diversas disposiciones entre las que destacan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. Y tiene su precedente en la Ley 43/1995, del Impuesto sobre Sociedades, que entró en vigor el 1 de enero de 1996 y los mencionados textos refundidos tratan de sistematizar.
También existen otras normativas que afectan al impuesto, entre las que cabe destacar: la Ley 35/2006 de 28 de noviembre del IRPF y de modificación parcial del IS, IRNR e IP, Ley 36/2006 de 29 de noviembre de medidas para la prevención del fraude fiscal y la Ley 16/2007 de 4 de julio de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea.

Además, para algunas sociedades existen importantes aspectos tributarios contenidos en su normativa específica, como Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas y la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines de lucro y de los incentivos fiscales al mecenazgo, como casos más destacados. De la misma manera para algunos sectores empresariales concretos hay leyes complementarias que regulan algunos aspectos fiscales (transporte, entidades navieras, entidades de capital-riesgo, etc.)

TEMA 1. IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES (I)

1. NATURALEZA DEL IMPUESTO Y AMBITO ESPACIAL

1.1. Naturaleza del Impuesto (art.1 TRLIS).

El Impuesto sobre Sociedades es un impuesto directo, personal, proporcional
 y sintético que grava la renta obtenida por las personas jurídicas y por aquellos entes que, carentes de personalidad jurídica, tienen atribuida la cualidad de sujeto pasivo del impuesto. El objeto de gravamen es la renta global obtenida por el sujeto pasivo en el ejercicio fiscal.

Como impuesto directo grava una manifestación directa e inmediata de la riqueza como es la obtención de renta por el sujeto pasivo.

Es un impuesto personal, ya que la única manera de someter a tributación la renta es poniéndola en relación con una determinada persona, su perceptor. 

La nota de proporcionalidad del gravamen hace referencia a la aplicación de un tipo único sobre la base imponible, con independencia de la cuantía de la misma, para la obtención de la cuota tributaria. Esto no excluye que el Impuesto tenga varios tipos de gravamen, aunque su aplicación no depende de la cuantía de la renta gravada sino del tipo de sociedad que obtiene la renta.

Es un impuesto sintético porque hace una integración de todas las rentas, ordinarias o extraordinarias, gravando la renta global.

1.2. Ámbito de aplicación del impuesto (art. 2 y 3 TRLIS)
Cuando se aborda el ámbito de aplicación de un tributo podemos estar refiriéndonos a distintos conceptos en función de cual sea la pregunta que se pretende responder, así se habla de ámbito espacial si queremos determinar donde se aplica el mismo, de ámbito objetivo para conocer cual es el objeto de gravamen o hecho imponible, de subjetivo si queremos determinar quien es el contribuyente legal o sujeto pasivo, o incluso de ámbito temporal si pretendemos delimitar que período abarca, es decir, el periodo impositivo.

En este punto nos referiremos única y exclusivamente al ámbito territorial o espacial de aplicación del IS.

El Impuesto se exigirá en todo el territorio de soberanía política española, sin perjuicio de lo establecido en los convenios internacionales de los que España sea signatario y de los regímenes especiales por razón del territorio de que disfrutan Navarra y el País Vasco. 

El territorio de soberanía política española abarca la Península, Ceuta y Melilla, Islas Canarias (estas tres últimas disfrutan de condiciones especiales dentro de la legislación estatal) y Baleares, el mar territorial, subsuelo, espacio aéreo y plataforma continental, en los términos que establece la Convención de Ginebra.

En los regímenes forales, las instituciones correspondientes (Diputaciones forales) tienen competencia para mantener, establecer y regular, dentro de su ámbito territorial, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas de coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado. Es decir, en el caso de los dos regímenes forales la normativa aplicable no es la estatal, que tendrá un carácter subsidiario y complementario, sino la foral correspondiente. 

Aunque el impuesto presenta una serie de particularidades para Canarias, Ceuta y Melilla no se puede afirmar que constituyan regímenes tributarios especiales por razón de territorio, pues a diferencia de los dos regímenes forales la normativa aplicable es la estatal, aunque estableciendo para dichos territorios una serie de beneficios fiscales.

En lo que se refiere a los tratados y convenios internacionales éstos obligan a España desde el momento en que hayan pasado a formar parte de nuestro ordenamiento interno, para ello han de ser aprobado por las Cortes, firmado, ratificado y publicado íntegramente en el BOE. Siempre que exista un convenio internacional sobre un determinado ámbito, las disposiciones establecidas en el mismo prevalecerán sobre la regulación contenida en el IS.

La razón de ser, entre otras, de los tratados y convenios internacionales es corregir la doble imposición internacional, ésta se produce al ser gravada una misma renta por dos estados distintos. El IS contiene otras medidas para corregir la doble imposición internacional como las exenciones reguladas en los art. 21 y 22 del TRLIS y las deducciones de la cuota íntegra de los art. 31 y 32 del TRLIS. 

2. EL HECHO IMPONIBLE (art. 4, 5 y 6 TRLIS).

Es la obtención de renta, con independencia de donde se hubiese producido y cualquiera que sea su fuente u origen, por parte del sujeto pasivo durante el periodo impositivo. La Ley no recoge un concepto de renta ni enumera sus componentes al contrario que en IRPF.

2.1. Estimación de rentas: la presunción de onerosidad (art. 5 TRLIS)

Todas las cesiones de bienes y derechos efectuadas por una sociedad se presumirán retribuidas salvo prueba en contrario. La retribución, de no ser fehaciente, se estimará según el valor normal de mercado. 
La presunción no se aplica a las prestaciones de servicios.

Corresponde al sujeto pasivo la carga de la prueba, pudiendo servir como medio de prueba la contabilidad de la sociedad. De forma que la contabilidad llevada correctamente, conforme al Código de Comercio y demás disposiciones que regulan su desarrollo, cabe entender que constituyen suficiente prueba en contrario.

En el caso de cesión de bienes y derechos entre sociedades vinculadas la valoración también se realizará a precios de mercado pero no admite prueba en contra.

2.2. Atribución de rentas (art. 6 TRLIS) 

Las rentas que correspondan a las sociedades civiles, con o sin personalidad jurídica
, herencias yacentes, comunidades de bienes, y otras entidades sin personalidad jurídica
, así como las retenciones e ingresos a cuenta que hayan soportado, se atribuirán a sus socios, herederos, comuneros o partícipes según la participación que estos tengan en la entidad, para que tributen personalmente en el impuesto que les corresponda. En el caso de que no constase la participación de cada uno de ellos, la atribución se realizaría a partes iguales. 

Estas entidades, al tributar en régimen de atribución de rendimientos, no serán contribuyentes ni del IS ni del IRPF. Es de destacar que la atribución de rendimientos se produce con independencia de que estos sean positivos o negativos, que se determinarán conforme al IRPF y que los rendimientos atribuidos conservan la naturaleza que tienen en el momento de su obtención.

El régimen de atribución de rendimientos no es de aplicación a las sociedades agrarias de transformación (SAT), que pese a ser sociedades civiles son sujetos pasivos del IS.

3. SUJETOS PASIVOS (art. 7 y 8 TRLIS)

3.1. Tipología

1. La regla general para delimitar al sujeto pasivo del Impuesto es la personalidad jurídica, a pesar de que las sociedades civiles con personalidad jurídica no son sujetos pasivos sino que tributarán en régimen de atribución de rendimientos (salvo las SAT).

2. Sin embargo existen una serie de entidades que, carentes de personalidad jurídica, son sujetos pasivos. Son los siguientes:

- Los fondos de inversión
.
- Las uniones temporales de empresas (UTE)
.
- Los fondos de capital-riesgo
.
- Los fondos de pensiones
. 
- Los fondos de regulación del mercado hipotecario
.
- Los fondos de titulización hipotecaria
. 

- Los fondos de titulización de activos
.
- Los fondos de garantía de inversiones
.
- Las comunidades titulares de montes vecinales en mano común
.

3. El grupo de sociedades. (reg. especial, art. 64-82 TRLIS): conjunto de sociedades formado por una sociedad dominante y todas las sociedades dependientes de la misma. El grupo como entidad no tiene personalidad jurídica; sin embargo, sus integrantes sí. Pueden optar por tributar todas juntas y no de forma individual.

Los sujetos pasivos de este impuesto se designan indistintamente por las denominaciones sociedades o entidades a lo largo de la ley. 

3.2. Residencia y Domicilio fiscal (art.8)


Para que una entidad esté sometida al impuesto, además de lo visto en el epígrafe anterior, debe de ser residente en territorio español. Las sociedades residentes en España comportan una obligación fiscal ilimitada, es decir, supone el sometimiento a tributación de la totalidad de los rendimientos que obtengan, ya sea en España o en el extranjero (tributan por su renta mundial). 

Se considera que una entidad tiene su residencia en España cuando cumple cualquiera de los requisitos siguientes:

a) Estar constituida conforme a las leyes españolas.

b) Tener su domicilio social en territorio español.

c) Tener la sede de la dirección efectiva en territorio español. Por sede de la dirección efectiva se entiende el lugar en el que se encuentra la dirección y control de las actividades de la entidad.


Además la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal, establece la posibilidad de la Administración tributaria de presumir que una entidad radicada en un país o territorio de nula tributación o considerado como paraíso fiscal, tiene su residencia en territorio español cuando sus activos principales, directa o indirectamente, consistan en bienes situados o derechos que se cumplan o ejerciten en territorio español, o cuando su actividad principal se desarrolle en éste. Esta presunción queda desvirtuada en aquellos casos en que la entidad acredite que su dirección y efectiva gestión tienen lugar en aquel país o territorio de nula tributación o paraíso fiscal, así como que la constitución y operativa de la entidad responde a motivos económicos válidos y razones empresariales sustantivas distintas de la simple gestión de valores u otros activos.

En el caso de las entidades residentes en nuestro país es importante determinar donde se encuentra su domicilio fiscal. Este coincidirá con el domicilio social en el caso de que en él se encuentre la sede de la dirección efectiva, es decir, si en él se produce efectivamente la gestión administrativa y la dirección de los negocios. En caso contrario el domicilio fiscal radicará en el lugar donde esté centralizada la gestión. En el caso de que con este criterio no se pudiera establecer el domicilio fiscal, se tomará como tal el lugar donde se encuentre situada la mayor parte del inmovilizado de la sociedad. Cualquier cambio que se produzca de domicilio fiscal deberá ser comunicado por parte del sujeto pasivo a la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT), pudiendo esta, promover de oficio el cambio de domicilio fiscal.

4. EXENCIONES (art. 9 y 120 a 122 TRLIS)


En la normativa del impuesto se recogen dos tipos de exenciones, subjetivas (se otorgan en función de la persona que obtiene la renta), que es a las que se refiere el art.9 y objetivas (se otorgan en función de la naturaleza de la renta), reguladas en los art. 21 y 22 del TRLIS. En este apartado se estudian sólo las exenciones de carácter subjetivo, y dentro de éstas podemos distinguir dos grandes bloques: 

a) Entidades totalmente exentas. Significa que están exentas por todos los rendimientos que obtengan, no tienen obligación de declarar, sus rentas no están sujetas a retención, no están obligadas a darse de alta en el índice de entidades
, ni tienen obligación de llevar contabilidad. Son las siguientes entidades:

1. El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales.

2. Los organismos autónomos del Estado, de las comunidades autónomas y de las corporaciones locales.

3. El Banco de España, los Fondos de garantía de depósitos y los Fondos de garantía de inversiones.

4. Las entidades públicas encargadas de la gestión de la Seguridad Social.

5. El Instituto de España y las Reales Academias Oficiales integradas en él y las instituciones de las comunidades autónomas con lengua oficial propia que tengan fines análogos a los de la Real Academia Española.

6. Los restantes organismos públicos mencionados en las disposiciones adicionales 9ª y 10ª , apartado 1, de la Ley 6/1997, de 14 de abril de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, así como las entidades de derecho público de análogo carácter de las comunidades autónomas y de las entidades locales. Los organismos mencionados son: La Agencia Estatal de la Administración Tributaria, El Consejo Económico Social, el Instituto Cervantes, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad Nuclear, el ente público RTVE, las Universidades no transferidas, la Agencia de Protección de Datos, el Instituto Español de Comercio Exterior, el Consorcio de la Zona Especial Canaria, la Comisión Nacional de Energía y la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, la Comisión Nacional de la Competencia, la Comisión Nacional del Sector Postal y el Consejo Internacional de Supervisión Pública en estándares de auditoría, ética profesional y materias relacionadas. Tratando de resumir podríamos decir que son el resto de entes del sector público estatal excepto las sociedades estatales.

Cuando una entidad pública procede a la prestación de servicios públicos puede hacerlo, sobre todo en el caso de los entes descentralizados, mediante diversas vías. En algunas ocasiones se prestan directamente, en otras indirectamente, ya sea a través de empresas mixtas o mediante fórmulas de concesión, concierto o arrendamiento, y los entes locales suelen también formar parte de consorcios a los que se encargará su realización. La gestión directa es la única que goza de exención total. Si se fundase un consorcio sin ánimo de lucro sería de aplicación alguna de las exenciones parciales de los epígrafes siguientes. Si para la prestación del servicio público se constituye una entidad pública empresarial la sujeción al impuesto es total, lo mismo que si se crea un consorcio con ánimo de lucro o cuando se establece una concesión. 

b) Entidades parcialmente exentas. 

Dentro de las exenciones parciales hemos de distinguir dos bloques. 

A. Un primer grupo de entidades que gozan de exención parcial por tratarse de entidades e instituciones sin ánimo de lucro a las que es de aplicación la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. Esta ley supone un tratamiento más favorable en un doble sentido, la exención se extiende a un mayor número de rentas y para aquellas rentas gravadas se establece un tipo del 10%. La principal característica de este tipo de entidades es que los asociados no han de ser los destinatarios principales de las actividades.

B. Un segundo grupo de entidades exentas que se regulan en los arts. 120-122 del TRLIS dentro de los regímenes especiales del Impuesto. Este grupo está constituido por:

1. Fundaciones, asociaciones e instituciones sin ánimo de lucro que no se pueden acoger a la Ley 49/2002.

2. Uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas.

3. Colegios profesionales, asociaciones empresariales, cámaras oficiales, y sindicatos.

4. Los fondos de promoción de empleo.

5. Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social.

6. La entidad de derecho público Puertos del Estado y las Autoridades Portuarias.
En cuanto al alcance de la exención al ser ésta parcial se consideran exentas solamente algunas rentas, en concreto: 

a) Los rendimientos derivados de su objeto social o actividad específica (cuotas de asociados, sus aportaciones, subvenciones para actividades propias). 

b) Las rentas extraordinarias derivadas de adquisiciones y transmisiones a título lucrativo, siempre que unas y otras se obtengan  o realicen para dar cumplimiento a dicho objeto social.

c) Las rentas extraordinarias que se pongan de manifiesto en las transmisiones onerosas de bienes afectos a la realización del objeto o finalidad específica cuando el importe de la venta se reinvierta en determinadas condiciones y plazos.

Se consideran rentas no exentas, y por tanto deberán tributar por ellas, las siguientes:

a) Los rendimientos de explotaciones económicas.
b) Los rendimientos obtenidos de elementos no afectos.

c) Las rentas extraordinarias no exentas.

El tipo de gravamen aplicable sobre las rentas no exentas es del 25%.

Las entidades con exención parcial de este segundo grupo están sometidas a las mismas obligaciones que cualquier entidad: tienen que darse de alta en el índice de entidades, en principio tienen que presentar declaración, soportar retenciones, llevar contabilidad que además les permita identificar los ingresos y gastos correspondientes a las rentas no exentas. Están obligadas a declarar la totalidad de sus rentas, exentas y no exentas.

a) No obstante no tendrán obligación de presentar declaración cuando cumplan los siguientes requisitos (art.136.2 TRLIS):

b) Que sus ingresos totales no superen 100.000 € anuales.

c) Que los ingresos correspondientes a rentas no exentas sometidas a retención no superen 2.000 € anuales.

d) Que todas las rentas no exentas que obtengan estén sometidas a retención.

5. PERÍODO IMPOSITIVO Y DEVENGO DEL IMPUESTO (Art. 26 y 27 TRLIS)


El período impositivo coincidirá con el ejercicio económico de la entidad. Así pues, será el sujeto pasivo quien, en sus estatutos sociales establezca su ejercicio social, con la única limitación de que no puede exceder de doce meses. Si puede ser inferior, y coincidir o no con el año natural.

Excepcionalmente se establecen tres supuestos en los que se entiende concluido el periodo impositivo:

a) Cuando la entidad se extinga.

b) Cuando tenga lugar un cambio de residencia al extranjero.

c) Cuando se produzca la transformación de la forma jurídica de la entidad y ello determine la no sujeción a este impuesto, la modificación de su tipo impositivo o la aplicación de un régimen especial.

El impuesto se devenga el último día del período impositivo.

� Excepto para el Régimen de Empresas de Reducida Dimensión.


� El que una sociedad civil tenga o no personalidad jurídica depende de como sean los pactos entre los socios, si son secretos no tiene personalidad jurídica, mientras que si son públicos sí la tiene.


� Como las sociedades en fase de creación, que carecen de personalidad jurídica en tanto no sean inscritas en el Registro Mercantil. 


� Son patrimonios pertenecientes a una pluralidad de inversores cuyo derecho de propiedad se representa mediante un certificado de participación. Regulados en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, de las Instituciones de Inversión Colectiva, modificada por el Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio (art.21). Tributan en régimen especial al tipo de gravamen del 1%.


� Suponen una forma de colaboración entre empresarios por tiempo cierto, determinado o indeterminado, para la realización de una obra, servicio o suministro. Reguladas en la Ley 18/1982, de 26 de mayo, sobre Régimen fiscal de las Agrupaciones y Uniones Temporales de Empresas y de Sociedades de Desarrollo Industrial Regional. El régimen tributario especial de las UTE´S se recoge en el art. 50 del TRLIS.


� Son fondos patrimoniales administrados por una sociedad gestora para la promoción y fomento de una sociedad. Están regulados en la Ley 25/2005, de 24 de noviembre, reguladora de las Entidades de Capital-Riesgo y sus sociedades gestoras. Su régimen tributario especial se recoge en el art. 55 del TRLIS.


� Patrimonios que se crean para dar cumplimiento a los planes de pensiones. Regulados en el Texto Refundido de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones aprobado por Real Decreto Legislativo1/2002, de 29 de noviembre. Tributan al tipo de gravamen del 0%.


� Se crean para regular el mercado secundario hipotecario y darle liquidez. En ellos participarán las entidades financieras que emitan títulos hipotecarios, y cuya finalidad consiste en regular el mercado secundario de títulos hipotecarios mediante la compra y venta de los mismos, con el fin de asegurar un grado suficiente de liquidez. Regulados en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario. Su régimen fiscal especial es el de las Instituciones de Inversión Colectiva. Tributan al 1%.


� Son patrimonios separados y cerrados, cuyo activo esta formado por las participaciones. Regulados en la Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre Régimen de Sociedades y Fondos de Inversión Inmobiliaria y sobre Fondos de Titulización Hipotecaria.


� Se crean para la titulización de otros préstamos y derechos de crédito. A ellos se refiere la D.A. 5ª 2 de la Ley 3/1994, de 14 de abril, sobre Adaptación de la Legislación Española en Materia de Crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y otras modificaciones relativas al sistema financiero, y el Real Decreto 926/1998, de 4 de marzo, que regula estos fondos (BOE 15-5-1998).


� Son patrimonios separados sin personalidad jurídica creados para garantizar a los inversores el reembolso de sus inversiones cuando no puedan hacerlo las empresas de servicios de inversión adheridas al fondo. Ley 24/1998, de 28 de julio del Mercado de Valores.


� Se trata de montes especiales, que con independencia de su origen, pertenecen a agrupaciones vecinales en su calidad de grupos sociales y no como entidades administrativas, y vengan aprovechándose consuetudinariamente en mano común por los miembros de aquéllas en su condición de vecinos. Ley 55/1980, de 11 de noviembre, sobre régimen de los montes vecinales en mano común, o en la legislación autonómica correspondiente.


� El Indice de Entidades es un censo de todas las entidades de carácter societario, en el que también se incluyen los profesionales y retenedores, regulado en los art. 130-132 del TRLIS.





